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Esas pruebas sin lugar a dudas demuestran que en efecto el Frente Cacique Calarcá del ELN tenía como propósito derrocar el Gobierno Nacional mediante el debilitamiento de la fuerza pública y regirse por sus propias normas, y por supuesto que los aquí judicializados al prestar incondicionalmente sus servicios al grupo compartían la ideología que ellos profesaban y coadyuvaban a la obtención de los fines pretendidos al margen de la ley. En este caso puntual esa colaboración se concretó en torno a la acción extorsiva ya mencionada, en la cual tuvieron una participación, uno –RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE- al recoger el dinero fruto de la extorsión, y el otro –JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO- al llevar la nota recordatoria de las amenazas extorsivas. 

Por más que se asegure por la defensa que no era posible con su escaso grado de instrucción que éstos tuvieran en su mente pensamientos y maquinaciones para derrocar al Gobierno Nacional, o que debido a su poco dominio del español no pudieran contribuir con el accionar delictivo de la organización, las pruebas analizadas demuestran lo contrario, puesto que los testigos, a quienes su actuar les consta de manera directa, fueron claros en decir la manera en que éstos colaboraban y contribuían con las labores del grupo insurgente. Precisamente la actuación realizada por ellos muestra con claridad que eran parte de la estructura criminal, ya que no se le encargaría a cualquiera la misión de llevar una boleta extorsiva y cobrar el dinero producto de la misma. Ello denota que ambos eran personas de confianza, que además sabían muy bien cuál era el rol que debían desempeñar. Bajo esa perspectiva y en contraposición a lo argumentado por el apoderado judicial de los procesados, es claro el compromiso de estos en ese cometido al margen de la ley.

(…)
Ahora, las críticas puntuales frente a las declaraciones de ROBERTO ESTRADA MADRID, LUZDILIA TREJOS y FAUSTINO SANTA DOVIGAMA, en cuanto a que sus dichos no pueden ser creíbles ya que solo pretendían obtener un beneficio económico, porque no es cierto que hayan sido extorsionados, es una apreciación que para la Colegiatura no puede ser atendible, conforme a lo analizado en precedencia, como quiera que se determinó que sus manifestaciones son dignas de credibilidad y tienen soporte en otros medios probatorios.

(…)
La afirmación del defensor referente a que resulta extraño que solo las dos personas que figuran aquí como víctimas hayan sido extorsionadas en la zona, resulta totalmente desfasada, toda vez que esa situación no era objeto de prueba en este proceso; sin embargo, los investigadores que estuvieron a cargo del caso mencionaron que sí tuvieron conocimiento de otros comerciantes a los que se les realizaron cobros extorsivos por dicho Frente del ELN, e incluso, uno de los mismos declarantes de la defensa admitió que ese grupo realizaba ese tipo de cobros a los mineros y que en una oportunidad él le recomendó a un dirigente indígena, al que se le estaba haciendo una exigencia económica por parte de alias “Wilson”, que la pagara para que no pusiera en riesgo su vida. 

Contrario a lo manifestado por el profesional del derecho, sí se acreditó que existió un provecho o utilidad como producto de la extorsión, pues pese a que el señor ROBERTO DE JESÚS no entregó la totalidad de la suma que le fue solicitada, si alcanzó a pagar una alta cantidad –en total $6´000.000.oo-, la cual se utilizó para el financiamiento del grupo subversivo del que hacían parte los judicializados, pero en todo caso, de no haber sido así, ello tampoco desvirtuaría la existencia de la conducta al quedar demostrado que ese era el verdadero propósito pretendido. 

De igual forma, el hecho de que no fueran propietarios de la mina y de la finca donde trabajaban, respectivamente, tampoco es un aspecto que reste veracidad a sus afirmaciones, pues tanto los declarantes de la Fiscalía como de la defensa reconocieron que éstos eran quienes estaban a cargo como administradores y por ende recibían unos ingresos producto de las labores que allí desempeñaban. 

JUAN FRANCISCO FRANCO ESTRADA, declarante de la defensa, persona que aseveró ser el dueño de la licencia para la explotación de la mina “El Danubio”, aunque posteriormente señaló que la misma se encontraba en trámite, fue claro al sostener que era ROBERTO DE JESÚS el que estaba al frente de los trabajadores y de las actividades allí realizadas, y que además partían utilidades, pero que en diciembre de 2012 lo llamó para indicarle que se iba debido a que se encontraba amenazado. Dicho declarante afirmó no saber de dónde provenían esas amenazas, y expresó que en su criterio “pudo haber sido” por problemas con la comunidad debido a que tenía sembrada marihuana y se generaba un fuerte olor, pero esa apreciación personal del testigo no puede ser tenida en consideración porque no tiene soporte, y es opuesta a los restantes medios probatorios. 

En consonancia con el análisis precedente, el Tribunal le impartirá confirmación a la determinación adoptada por la primera instancia en todo lo que fue materia de impugnación, por cuanto se encuentra acorde con el análisis del conjunto probatorio que fue válidamente incorporado a la actuación.
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	Acusados: 
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Cédula de ciudadanía 
	1´092.911.571 y 18´562.719 expedidas en Mistrató (Rda.), respectivamente

	Delitos:
	Concierto para delinquir con fines de terrorismo, rebelión, desplazamiento forzado y extorsión

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de abril 28 de 2016. CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos por los cuales se procede fueron consignados en el escrito de acusación de la siguiente manera:

 “[…] Dio inicio a la presente investigación la denuncia penal presentada el día veintisiete (27) de diciembre de dos mil doce (2012), por el señor ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID, quien pone en conocimiento que desde mediados del mes de agosto del año 2011 ha sido víctima de la extorsión realizada por un sujeto que se identifica como “WILSON”, cabecilla de finanzas del Frente de Guerra Occidental, Frente Cacique Calarcá del ELN que delinquen en jurisdicción del municipio de Mistrató Risaralda y límites con el Departamento del Chocó, quien le llamaba por celular exigiéndole la suma de CINCO MILLONES DE PESOS (5´000.000.oo) anuales a cambio de permitirle seguir explotando la mina de oro de nombre “El Danubio”, ubicada en la zona rural del Corregimiento de Puerto Oro, municipio de Mistrató Risaralda, dinero que refiere el denunciante no haber cancelado.

Señala la víctima que para el año 2012 alias “WILSON” le exigió DIEZ MILLONES DE PESOS ($10.000.000), ante el no pago de la cuota requerida para el año 2011 y lo correspondiente al año 2012, de lo cual canceló CUATRO MILLONES DE PESOS (4.000.000.oo) al hijo de alias JAIME, quien posteriormente fue identificado como RUBÉN DARIO NENGARABE NENGARABE, en nombre de alias “WILSON”, quienes harían parte también del Frente Cacique Calarcá del ELN. Ante el no pago de la totalidad de la exigencia económica, para el mes de noviembre del año 2012 alias “WILSON” llama al señor ESTRADA MADRID diciéndole que debía abandonar la mina donde laboraba, le prohibió recoger los bienes de su propiedad, tal como herramienta y los animales (bestias), amenazándolo de muerte de hacer caso omiso y continuar laborando en el sector del Corregimiento de Puerto de Oro.

Por otra parte, se tiene que de los actos de investigación adelantados se logró determinar que el imputado RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE haría parte de la comisión de Finanzas del Frente Cacique Calarcá del ELN, cuyo cabecilla principal es alias “WILSON” que delinquen en jurisdicción del municipio de Mistrató Risaralda, cuya labor principal es la obtención de recursos para el sostenimiento militar de dicho Frente Guerillero mediante la extorsión a los comerciantes del sector, empleando para ello las amenazas e intimidaciones a las víctimas y su desplazamiento ante el no pago de la exigencia económica, como lo denunciado por el señor ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID, quien debió abandonar la mina ‘El Danubio’ donde se encontraba laborando ante las amenazas de muerte de que fue víctima […]”
1.2.- Por esos hechos y de conformidad con los elementos materiales probatorios y evidencia física recaudada la Fiscalía solicitó órdenes de captura contra RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE y JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO, las cuales se hicieron efectivas en agosto 25 y septiembre 13 de 2014. En las audiencias preliminares realizadas ante los Juzgados Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.) y Segundo Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), respectivamente, se le formuló imputación a RUBÉN DARÍO NENGARABE por los delitos desplazamiento forzado, concierto para delinquir agravado, rebelión y extorsión, en calidad de coautor a título de dolo, frente a los cuales GUARDÓ SILENCIO, y a JOSÉ ELIÉCER NENGARABE por los punibles de rebelión, desplazamiento forzado, concierto para delinquir con fines de terrorismo, y extorsión agravada, en la modalidad de coautor a título de dolo, mismos que fueron ACEPTADOS por éste. A ambos judicializados se les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión.

1.3.- El ente persecutor presentó escrito de acusación contra el  procesado RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE, que correspondió por reparto al Juzgado Penal del Circuito Especializado, y en la audiencia respectiva (febrero 09 de 2015) el defensor pidió la remisión del proceso a la jurisdicción indígena, razón por la cual el expediente se envió a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, Corporación que asignó la competencia a la justicia ordinaria, razón por la cual el despacho continuó con el trámite de la actuación(mayo 14 de 2015).

1.4.- Respecto del judicializado JOSÉ ELIÉCER NENGARABE, el ente fiscal presentó escrito de acusación con aceptación de cargos, y en audiencia de individualización de pena y sentencia (febrero 24 de 2015) realizada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de descongestión de esta ciudad, se decretó la nulidad del allanamiento a cargos, por cuanto la Fiscalía no dio a conocer al imputado la prohibición de beneficios contenida en el artículo 26 de la Ley 1121/06 para los delitos de extorsión.
1.5.- Se radicó entonces ante el mismo despacho escrito de acusación (abril 06 de 2015), y una vez instalada la audiencia el profesional del derecho que representa los intereses de  JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO, manifestó que en su criterio dicho juzgado no era competente para conocer del asunto, razón por la cual se envió la actuación a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, para que definiera lo pertinente, y luego del estudio respectivo esa Colegiatura determinó que el trámite debía adelantarse por la jurisdicción penal ordinaria. Posteriormente, se celebró audiencia de formulación de acusación (junio 09 de 2015), y en esta oportunidad el defensor recusó a la señora Fiscal por haber dejado vencer los términos para presentar el escrito de acusación, y solicitó la nulidad de la actuación por vulneración de derechos fundamentales, petición esta última que le fue negada. La actuación fue suspendida mientras el superior de la delegada del ente acusador resolvía lo atinente a la recusación, y el Director Nacional de Fiscalías delegado contra el terrorismo la declaró improcedente 

1.6.- Finalizada la audiencia de formulación de acusación (septiembre 01 de 2015),  la representante de la Fiscalía solicitó remitir el expediente al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta capital por cuanto allí se adelantaba proceso por los mismos hechos contra RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE, petición coadyuvada por la defensa, y a la que no se opuso la representante de víctimas, a consecuencia de lo cual se dispuso enviar la actuación.

1.7.- El citado juzgado decretó la conexidad de los dos trámites y llevó a cabo la audiencia preparatoria (octubre 20 de 2015). Luego de ello debido a que se creó de manera permanente el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, la actuación fue remitida a ese despacho para que se continuara con su conocimiento (diciembre 14 de 2015).

1.8.- Se adelantó la audiencia de juicio oral (febrero 22, 23 y 24 de 2016), al cabo de la cual se anunció un sentido del fallo de carácter condenatorio, y se dio lectura a la sentencia (abril 29 de 2016) proferida en los siguientes términos: (i) se condenó a JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO y a RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE como coautores a título de dolo del concurso de conductas punibles de extorsión y rebelión; (ii) se le impuso a JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO pena de prisión de 224 meses, multa equivalente a 933.33 s.m.l.m.v. e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de la libertad, y a RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE pena de prisión de 208 meses, multa equivalente a 933.33 s.m.l.m.v. e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de la libertad; (iii) los dos acusados fueron absueltos por las conductas punibles de desplazamiento forzado y concierto para delinquir agravado con fines de terrorismo; y (iv) se negó a los procesados la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. En lo que tiene que ver con la decisión de condena, los argumentos principales de la providencia se pueden sintetizar así:
- Los medios probatorios obrantes en la actuación, entre ellos, el documento público denominado orden de batalla, las declaraciones de los policiales GONZALO OLAYA PULIDO y RUBÉN DARÍO TOVAR CASTRO, del desmovilizado FAUSTINO SANTA DOVIGAMA, y de los señores ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID y LUZ DELIA TREJOS, acreditaron más allá de toda duda que el grupo denominado Ejército de Liberación Nacional - ONT ELN “Frente Cacique Calarcá”, se conformó con el fin de derrocar el Gobierno Nacional mediante la incursión violenta contra Unidades del Ejército Nacional acantonados en el municipio de Santa Cecilia (Rda.), además de concretar acciones terroristas en dicha jurisdicción. De igual forma, que el mismo se financia mediante conductas ilícitas, con las que fortalece y concreta sus ideales insurgentes, y recibe la colaboración de personas que desempeñan diferentes funciones, sin que todas lleven o utilicen armas de fuego.
De conformidad con las labores investigativas desplegadas, y conforme a lo narrado por los referidos testigos se pudo determinar que alias “Wilson” es un Comandante de dicho grupo, encargado de las finanzas de la organización, que ejecuta actos extorsivos a mineros y comerciantes del sector, de los que precisamente fueron víctimas ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID y MARÍA LUZDILIA TREJOS.
Según lo indicado por FAUSTINA SANTA DOVIGAMA, se logró determinar que RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE y JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO hacían parte del citado frente subversivo, cumpliendo el primero labores de  colaborador, tales como: llevar víveres y cobrar dinero de extorsiones; y el otro, de miliciano y hombre de confianza de alias “Martha” o “La Abuela”, lo que coincide con lo señalado por  ESTRADA MADRID y LUZDILIA, en cuanto a que RUBÉN DARÍO NENGARABE fue enviado por alias “Wilson” a recoger una suma que éste le había exigido a ROBERTO DE JESÚS ESTRADA, y JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO llevó una nota de carácter recordatorio sobre la cantidad que estaba obligado a entregar ESTRADA MADRID al grupo insurgente.
En esas condiciones quedó acreditado con suficiencia que los judicializados compartían los ideales de dicha organización al margen de la ley y participaron activamente en la conducta extorsiva por la que aquí se procede.
1.9.- La defensa no estuvo conforme con lo resuelto e impugnó la decisión, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Debate
2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se revoque la sentencia condenatoria emitida contra sus representados, a cuyo efecto argumenta:
No se demostró en grado de certeza que los judicializados hubiesen participado en delito alguno. La Fiscalía presentó únicamente tres declaraciones de personas que se hicieron pasar como víctimas de un desplazamiento que nunca existió y una desmovilización ficticia, cuya credibilidad fue impugnada, toda vez que sus dichos son mendaces.

Pese a lo anterior, el funcionario a quo le dio credibilidad a esos testigos y desestimó las declaraciones serias y contundentes de FRANCISCO FRANCO ESTRADA y HORACIO NIARIQUIAZA exgobernador del resguardo indígena en el que supuestamente ocurrieron los hechos, e incluso las manifestaciones de este último las malinterpretó en casi toda su extensión.
Al haber testimonios encontrados, el fallador debió al menos aplicar el in dubio pro reo, la presunción de inocencia, por existir dudas que deben resolverse a favor de los acusados, lo cual no hizo. Además, sobredimensionó los indicios que se extraen de los testimonios de cargo. 
En el documento aportado por la Fiscalía denominado “orden de batalla”, se refieren veintisiete miembros del frente Cacique Calarcá del ELN, entre cabecillas, guerrilleros rasos, milicianos y colaboradores; sin embargo, no figuran allí sus representados, como tampoco el alias de “Franklin” que quisieron endilgarle a JOSÉ ELIÉCER, ni el de “Jaime”, nombre de combate que pretendieron adjudicar a EUGENIO NENGARABE, padre de RUBÉN DARÍO, y menos el de FAUSTINO SANTA, supuesto fundador del frente Cacique Calarcá y jefe de Milicianos. En conclusión, dicho elemento solo prueba que en Colombia existe el Ejército de Liberación Nacional ELN, el cual tiene entre sus frentes el atrás citado. 

Nunca se demostró que la señora LUZ DILIA TREJOS fuera propietaria o poseedora de finca alguna, o que ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID tuviera una mina de oro. Esos declarantes no lograron probar esas condiciones. Lo único que se acreditó entonces es que ROBERTO ESTRADA trabajó en la mina de su primo, trató de apoderarse de ella pero fracasó en el intento, y denunció a dos indígenas inocentes por una supuesta extorsión, cuando lo que le estaban cobrando era el alto consumo de hierba que no había pagado a tiempo, y precisamente por el excesivo olor de ese estupefaciente el propietario y otros trabajadores tuvieron que irse de ese lugar.
Es imposible que sus prohijados incurrieran en el delito de rebelión, por cuanto su actuación no se ajusta a los lineamientos establecidos en el artículo 467 C.P., ya que nunca se les vio caminar armados por los terrenos del resguardo. De haber sido así, habrían sido sometidos a los trámites de sanación y establecimiento del debido orden, pero por el contrario, toda la comunidad se sorprendió cuando fueron capturados, puesto que son miembros ejemplares de la comunidad. De igual forma, es casi imposible que con su escaso grado de instrucción tuvieran en su mente pensamientos y maquinaciones para derrocar al Gobierno Nacional.
En lo atinente a la extorsión se tiene que no existió, toda vez que de lo expresado por los testigos que se dicen víctimas, alias “Wilson” envió notas, las cuales no se conocieron, y efectuó llamadas que solo fueron escuchadas por los supuestos ofendidos, ya que los investigadores no rastrearon las mismas.
No se sabe por qué razón en dicho resguardo y sus alrededores solo fueron extorsionadas y obligadas a desplazarse dos personas que se quedaron sin trabajo, ningún otro trabajador de las minas o residente fue víctima de ese actuar delictivo.

Varios deponentes fueron enfáticos en decir que han existido actos extorsivos en casi todo el territorio patrio, pero ¿cómo pueden ser colaboradores dos indígenas que no saben leer ni escribir en español, y no conocen el accionar delictivo? Adicionalmente, no se advierte dónde está el provecho o utilidad. 
2.2.- Los sujetos procesales no recurrentes no se pronunciaron dentro del término legal. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

De conformidad con el principio de limitación que orienta la actuación de segunda instancia, corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión de condena impuesta a los judicializados -la cual fue únicamente por algunos de los delitos endilgados por la Fiscalía- está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa.
3.3.- Solución a la controversia

La principal censura que hace el recurrente frente al fallo de condena emitido contra sus prohijados por las conductas punibles de rebelión y extorsión, es atinente a la valoración probatoria realizada por el juez de primer nivel, toda vez que en su criterio la prueba de cargo es insuficiente para demostrar la existencia de esos delitos y el compromiso de sus prohijados en los mismos. Específicamente en lo atinente a los testimonios presentados por el ente acusador, señala que la sentencia adversa a los intereses de sus representados no podía fundarse en dichos medios de conocimiento, no solo porque la credibilidad de sus afirmaciones fue impugnada por él, sino además porque en contraposición a las manifestaciones de esos testigos, se tenían las declaraciones serias y contundentes aportadas por la defensa, las cuales no fueron apreciadas en su real dimensión por el fallador. Concluye entonces, que la decisión debió ser de carácter absolutorio, al menos en virtud de la aplicación del in dubio pro reo, por contarse con versiones encontradas sobre lo acontecido.
Desde ya debe decir la Corporación que no comparte los planteamientos del impugnante, por cuanto no se ajustan a la realidad probatoria existente en el proceso, ya que de acuerdo con los medios de persuasión incorporados a la actuación, como acertadamente lo determinó el juzgador de primer nivel, se acreditaron con suficiencia los ilícitos de rebelión y extorsión, y la responsabilidad de los judicializados en esos punibles, tal como pasa a verse.
El artículo 467 C.P. señala que el que mediante el empleo de las armas pretenda derrocar al Gobierno Nacional, o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente, incurrirá en prisión. No obstante, puntualmente frente al ingrediente normativo de dicha conducta, como bien lo puso de presente el fallador de instancia, desde tiempo atrás ha indicado la Corte Suprema de Justicia
 en su jurisprudencia , que no debe entenderse en sentido literal, por cuanto la condición de rebeldes no solo la ostentan quienes empuñan las armas, visten prendas militares o participan en los enfrentamientos, sino también todos aquellos que despliegan acciones necesarias para que el grupo guerrillero se mantenga, funcione y se fortalezca, tales como: reclutamiento, adoctrinamiento, capacitación, financiamiento, ideología, planeación, milicia urbana o rural, comunicaciones, publicidad, infiltración, asistencia médica, logística, aprovisionamiento de armas, suministro de medicamentos, víveres, ropa, uniformes, equipos telefónicos, entre otros. 
Es claro entonces, que al tratarse de grupos que pretenden quebrantar la institucionalidad gubernamental requieren de una estructura en diferentes ámbitos para su cabal funcionamiento, y de esa manera todos los que contribuyan eficazmente con la causa guerrillera, de conformidad con la función que les es encomendada, comparten los mismos ideales y objetivos.

En esas condiciones, debe decirse que no tienen fundamento los reparos  defensivos consistentes en que sus patrocinados jamás estuvieron vinculados al grupo guerrillero porque no fueron vistos con armas por los habitantes del sector. Argumento al que agrega que de haber sido así, es decir, de haber incurrido en conductas indebidas, la comunidad indígena los habría sometido al correctivo pertinente, que no era otro que la realización de trámites de “sanación y establecimiento del debido orden”, lo que también es contrario a la realidad, puesto que de lo dicho por los diferentes testigos en juicio, se extrae que algunos de los indígenas del resguardo Embera Chamí ubicado en el Corregimiento de Puerto Oro del municipio de Mistrató (Rda.) participaban de las actividades de ese grupo subversivo, incluso, en el orden de batalla se indica que dentro de los objetivos de esa organización estaba el de mantener el trabajo político sobre las comunidades indígenas con el propósito de reclutarlos e incorporados a sus filas.

La existencia del Frente Cacique Calarcá del ELN se demostró con el citado documento denominado “Orden de Batalla” aportado por la Fiscalía, el cual fue elaborado por el Cabo Primero Fredy Rodríguez Álvarez, Suboficial de Inteligencia del Batallón San Mateo de Pereira, en el que se consigna que dicha estructura guerrillera hace presencia en los Departamentos de Risaralda, Chocó y región occidental de Caldas, con influencia principalmente en los municipios de Guática, Pueblo Rico y Mistrató (Rda.), y en varios de sus Corregimientos, entre ellos el de Puerto Oro. Concretamente en el citado documento se dejó claro que el objetivo de esa colectividad era atacar las unidades del Ejército Nacional alojadas en el Corregimiento de Santa Cecilia y efectuar otras acciones terroristas en esa jurisdicción, y que para su financiamiento realizaban actividades delictivas. De igual forma, que también contaban con el apoyo de personas que realizan diversas funciones. 
FAUSTINO SANTA DOVIGAMA, desmovilizado del referido frente del ELN, en su declaración indicó que fue el fundador de ese frente en el Corregimiento de Puerto Oro en Mistrató (Rda.), y dio detalles de la forma en la que el mismo operaba hasta cuando hizo parte de ese grupo, sobre las demás estructuras a las que daba apoyo, y algunos de los hechos criminales que se hacían en el interior de la organización. Por su parte, ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID, MARÍA LUZDILIA TREJOS y HORACIO NIARIQUIZAMA BERNAZA, dieron cuenta de la presencia del colectivo en el Corregimiento de Puerto Oro del municipio de Mistrató. De igual forma, los policiales GONZALO OLAYA PULIDO y RUBÉN DARÍO TOVAR CASTRO, quienes realizaron labores de verificación y trabajo de campo en el sector, y lograron establecer que en efecto ese frente hacía presencia en la zona y ejecutaba conductas punibles, para cuya realización utilizaba personas de la red de apoyo.
De acuerdo con el contenido del citado documento y en atención a lo dicho por los  referidos testigos, se pudo establecer que alias “Wilson” hacía parte de ese grupo subversivo como cuarto cabecilla y jefe de finanzas, encargado de las extorsiones a los comerciantes y mineros en Mistrató. Concretamente el señor ROBERTO DE JESÚS ESTRADA MADRID y LUZ DILIA TREJOS afirmaron haber sido víctimas de ese tipo de comportamientos al margen de la ley por parte de dicho sujeto y otros de sus colaboradores.
Según señaló SANTA DOVIGAMA, la labor desempeñada por RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE era precisamente la de colaborador, porque se encargaba de llevar víveres y cobrar el dinero de las extorsiones, mientras que JORGE ELIÉCER NENGARABE PALACIO -alias “Franklin- era guerrillero. Precisó que observó a JORGE ELIÉCER en una reunión con alias “Wilson”, y que era considerado como hombre de confianza de alias “Martha” o “La Abuela”, segunda al mando del bloque occidental.

ESTRADA MADRID dio a conocer que era el encargado de la Mina El Danubio ubicada en dicha zona -lo cual fue corroborado tanto por los testigos de la Fiscalía como de la defensa-, y en agosto de 2011 recibió una llamada a su celular de alias “Wilson”, quien se identificó como el Comandante de los Elenos en el Corregimiento de Puerto Oro del municipio de Mistrató, quien le exigió que pagara una suma de $5´000.000.oo para poder continuar con la explotación minera. Refiere que logró conseguir $2´000.000.oo, los que según instrucción de  “Wilson” dejó en la casa de doña LUZDILIA en la finca La Primavera, para que fueran recogidos por un indígena de nombre JAIME. 
Según afirmó dicho testigo para el año 2012 recibió otra llamada del mismo sujeto, quien le indicó que debido a que en la ocasión anterior no había dado el dinero completo, ya debía pagar la suma de $10´000.000.oo, y precisó que quien acudió por la plata en esa oportunidad en nombre del citado comandante fue RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE, persona a la que en presencia de LUZ DILIA TREJOS le dio la suma de $4´000.000.oo 
De igual forma señaló el declarante que a LUZ DILIA le había sido entregada una boleta extorsiva para él, en la que se le recordaba que debía pagar la suma de dinero exigida, la cual fue llevada por quien en juicio se identificó como JORGE ELIÉCER NENGARABE. Precisó que intentó cumplir las exigencias dinerarias pese a que debía cubrir los gatos de sostenimiento de la mina, pero no lo logró, motivo por el que tuvo que salir de dicho lugar en el mes de noviembre de 2012. 
Las afirmaciones de ESTRADA MADRID fueron corroboradas por la testigo presencial MARÍA LUZDILIA TREJOS, quien aseveró que conocía a RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE hijo de alias “Jaime”, y que fue éste quien acudió a la finca en la que residía en nombre de alias “Wilson” a recoger el dinero producto de la extorsión de la que fue víctima ROBERTO ESTRADA. Dicha declarante también puntualizó que JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO llevó la boleta extorsiva enviada por el citado cabecilla del ELN a ESTRADA MADRID.

MARÍA LUZDILIA TREJOS sostuvo igualmente que ella también fue víctima de una extorsión, por cuanto alias “Wilson” de manera directa y por intermedio de sus colaboradores le exigió que todo lo que ganara debía compartirlo con él o de lo contrario reclutaría a su hijo de 13 años en las filas de la guerrilla, razón por la cual optó por abandonar la finca en la que vivía.
Esos testimonios, los cuales fueron claros y contundentes, permiten determinar que efectivamente ESTRADA MADRID fue víctima de una acción extorsiva por parte del Frente Cacique Calarcá del ELN, y a consecuencia de la cual tuvo que hacer entrega a ese grupo subversivo del dinero fruto de su trabajo y finalmente abandonar la mina que era explotada por él, y en la cual había hecho una inversión considerable. No era necesario que se demostrara mediante grabaciones o interceptaciones telefónicas la existencia de esas llamadas, como lo pretende la defensa, puesto que nuestro sistema se rige por el principio de libertad probatoria, y los medios de persuasión aportados son suficientes para acreditar esa conducta punible.
Esas pruebas sin lugar a dudas demuestran que en efecto el Frente Cacique Calarcá del ELN tenía como propósito derrocar el Gobierno Nacional mediante el debilitamiento de la fuerza pública y regirse por sus propias normas, y por supuesto que los aquí judicializados al prestar incondicionalmente sus servicios al grupo compartían la ideología que ellos profesaban y coadyuvaban a la obtención de los fines pretendidos al margen de la ley. En este caso puntual esa colaboración se concretó en torno a la acción extorsiva ya mencionada, en la cual tuvieron una participación, uno –RUBÉN DARÍO NENGARABE NENGARABE- al recoger el dinero fruto de la extorsión, y el otro –JOSÉ ELIÉCER NENGARABE PALACIO- al llevar la nota recordatoria de las amenazas extorsivas. 
Por más que se asegure por la defensa que no era posible con su escaso grado de instrucción que éstos tuvieran en su mente pensamientos y maquinaciones para derrocar al Gobierno Nacional, o que debido a su poco dominio del español no pudieran contribuir con el accionar delictivo de la organización, las pruebas analizadas demuestran lo contrario, puesto que los testigos, a quienes su actuar les consta de manera directa, fueron claros en decir la manera en que éstos colaboraban y contribuían con las labores del grupo insurgente. Precisamente la actuación realizada por ellos muestra con claridad que eran parte de la estructura criminal, ya que no se le encargaría a cualquiera la misión de llevar una boleta extorsiva y cobrar el dinero producto de la misma. Ello denota que ambos eran personas de confianza, que además sabían muy bien cuál era el rol que debían desempeñar. Bajo esa perspectiva y en contraposición a lo argumentado por el apoderado judicial de los procesados, es claro el compromiso de estos en ese cometido al margen de la ley.
Frente a los restantes reparos defensivos debe decirse lo siguiente:

Pese a que el defensor asegura que impugnó con éxito la credibilidad de los testigos de la Fiscalía, ello no fue así, porque una tal situación no sucedió ni en el contrainterrogatorio de los declarantes del ente acusador, ni en los interrogatorios directos de sus propios testigos. Así que esa afirmación corresponde únicamente a su apreciación personal y no a lo que realmente aconteció durante la práctica testimonial en el juicio oral.

De igual forma, pese a que puso en duda lo sostenido por FAUSTINO DOVIGAMA en cuanto a que fue el fundador de esa guerrilla en el Corregimiento Puerto Oro del municipio de Mistrató, y para ello señaló que el mismo no figura en el “Orden de Batalla” atrás referido, como tampoco sus representados, dicho argumento carece de relevancia porque en él solo se mencionan algunos de los miembros de esa estructura guerrillera, no todos, y nada se señala sobre sus fundadores en cada uno de los sitios en los que tiene influencia. Pero adicionalmente, HORACIO NIARIQUIZAMA, quien fue gobernador indígena del mismo resguardo al que pertenecen los hoy acusados, indicó en su declaración que el primero de esa comunidad que se involucró con el ELN fue SANTA DOVIGAMA, y por ello cuestionó que hubiese testificado contra los procesados toda vez que era él quien tenía mayor responsabilidad. Pero esas aseveraciones confirman que sus manifestaciones corresponden a la verdad, y precisamente al haber sido miembro activo de la organización insurgente tenía información valiosa para aportar a esta actuación, como en efecto lo hizo. No se trata por tanto de un montaje con el único propósito de obtener un beneficio.

Ahora, las críticas puntuales frente a las declaraciones de ROBERTO ESTRADA MADRID, LUZDILIA TREJOS y FAUSTINO SANTA DOVIGAMA, en cuanto a que sus dichos no pueden ser creíbles ya que solo pretendían obtener un beneficio económico, porque no es cierto que hayan sido extorsionados, es una apreciación que para la Colegiatura no puede ser atendible, conforme a lo analizado en precedencia, como quiera que se determinó que sus manifestaciones son dignas de credibilidad y tienen soporte en otros medios probatorios.

Aunado a lo anterior, se supo que esos declarantes acudieron a la Fiscalía para dar a conocer los acontecimientos de los que fueron víctimas en aras de obtener protección, luego entonces, su principal motivación no fue recibir un beneficio sino lograr proteger sus vidas y sus familias, dado que habían sido objeto de amenazas.

La afirmación del defensor referente a que resulta extraño que solo las dos personas que figuran aquí como víctimas hayan sido extorsionadas en la zona, resulta totalmente desfasada, toda vez que esa situación no era objeto de prueba en este proceso; sin embargo, los investigadores que estuvieron a cargo del caso mencionaron que sí tuvieron conocimiento de otros comerciantes a los que se les realizaron cobros extorsivos por dicho Frente del ELN, e incluso, uno de los mismos declarantes de la defensa admitió que ese grupo realizaba ese tipo de cobros a los mineros y que en una oportunidad él le recomendó a un dirigente indígena, al que se le estaba haciendo una exigencia económica por parte de alias “Wilson”, que la pagara para que no pusiera en riesgo su vida. 

Contrario a lo manifestado por el profesional del derecho, sí se acreditó que existió un provecho o utilidad como producto de la extorsión, pues pese a que el señor ROBERTO DE JESÚS no entregó la totalidad de la suma que le fue solicitada, si alcanzó a pagar una alta cantidad –en total $6´000.000.oo-, la cual se utilizó para el financiamiento del grupo subversivo del que hacían parte los judicializados, pero en todo caso, de no haber sido así, ello tampoco desvirtuaría la existencia de la conducta al quedar demostrado que ese era el verdadero propósito pretendido. 
De igual forma, el hecho de que no fueran propietarios de la mina y de la finca donde trabajaban, respectivamente, tampoco es un aspecto que reste veracidad a sus afirmaciones, pues tanto los declarantes de la Fiscalía como de la defensa reconocieron que éstos eran quienes estaban a cargo como administradores y por ende recibían unos ingresos producto de las labores que allí desempeñaban. 

JUAN FRANCISCO FRANCO ESTRADA, declarante de la defensa, persona que aseveró ser el dueño de la licencia para la explotación de la mina “El Danubio”, aunque posteriormente señaló que la misma se encontraba en trámite, fue claro al sostener que era ROBERTO DE JESÚS el que estaba al frente de los trabajadores y de las actividades allí realizadas, y que además partían utilidades, pero que en diciembre de 2012 lo llamó para indicarle que se iba debido a que se encontraba amenazado. Dicho declarante afirmó no saber de dónde provenían esas amenazas, y expresó que en su criterio “pudo haber sido” por problemas con la comunidad debido a que tenía sembrada marihuana y se generaba un fuerte olor, pero esa apreciación personal del testigo no puede ser tenida en consideración porque no tiene soporte, y es opuesta a los restantes medios probatorios. 
En consonancia con el análisis precedente, el Tribunal le impartirá confirmación a la determinación adoptada por la primera instancia en todo lo que fue materia de impugnación, por cuanto se encuentra acorde con el análisis del conjunto probatorio que fue válidamente incorporado a la actuación.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse deberá hacerse dentro del término legal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� CSJ SP, 07 jul. 2010, rad. 33558.
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